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Concepto 5607
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2 y 278, numeral 5 de la Constitución Política, procedo a rendir concepto en relación con la demanda que, en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6º y 242, numeral 1 de la Carta, instauró el ciudadano LUIS ALEJANDRO ROJAS BERNAL contra los artículos 45, 46 y 47 de la Ley 1551 de 2012, “Por la cual se dictan normas para modernizar la organización y el funcionamiento de los municipios”, cuyo texto es el siguiente:

LEY 1551 DE 2012

(Julio 6)

Por la cual se dictan normas para modernizar la organización y el funcionamiento de los municipios.

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

(…)

ARTÍCULO 45. No procedibilidad de medidas cautelares. La medida cautelar del embargo no aplicará sobre los recursos del sistema general de participaciones ni sobre los del sistema general de regalías, ni de las rentas propias de destinación específica para el gasto social de los Municipios en los procesos contenciosos adelantados en su contra. 

En los procesos ejecutivos en que sea parte demandada un municipio solo se podrá decretar embargos una vez ejecutoriada la sentencia que ordena seguir adelante con la ejecución. 

En ningún caso procederán embargos de sumas de dinero correspondientes a recaudos tributarios o de otra naturaleza que hagan particulares a favor de los municipios, antes de que estos hayan sido formalmente declarados y pagados por el responsable tributario correspondiente. 

Parágrafo. De todas formas, corresponde a los alcaldes asegurar el cumplimiento de las obligaciones a cargo del municipio, para lo cual deberán adoptar las medidas fiscales y presupuestales que se requieran para garantizar los derechos de los acreedores y cumplir con el principio de finanzas sanas.
Artículo 46. El Gobierno Nacional, a través de la Agencia Nacional para la Defensa Judicial, asesorará los procesos de defensa judicial de los Municipio de 4ª, 5ª y 6ª categoría; para ello deberá expedir, en un término de (6) meses a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, la reglamentación que fije los procedimientos que le permitan a los municipios acceder a dicha asesoría.

Artículo 47. La conciliación prejudicial. La conciliación prejudicial será requisito de procedibilidad de los procesos ejecutivos que se promuevan contra los municipios. La conciliación se tramitará siguiendo el procedimiento y los requisitos establecidos para la de los asuntos contencioso administrativos. 
El acreedor podrá actuar directamente sin hacerse representar por un abogado. Dicha conciliación no requerirá de aprobación judicial, y su incumplimiento solo genera la consecuencia de que el acreedor puede iniciar el proceso ejecutivo correspondiente. 

El delegado del Ministerio Público encargado de la conciliación acumulará todas las solicitudes relacionadas con obligaciones de dar una suma de dinero a cargo del municipio y fijará una sola audiencia trimestral en la que el representante legal del municipio propondrá una programación de pagos de los créditos que acepte, la cual deberá respetar el orden de preferencia de las acreencias previsto en la Ley 550 de 1999. 

En la audiencia de conciliación se excluirán de la programación de pagos aquellas obligaciones que el representante del municipio no acepte por ser procedente, a su juicio, alguna de las excepciones de mérito que obran en los procesos ejecutivos. Así mismo, se excluirán aquellas a las que no se haya vencido el plazo previsto en el artículo 297 de la Ley 1437 de 2011. 

Para proteger el patrimonio público, el representante legal del municipio, la Procuraduría General de la Nación, la Contraloría General de la República y la territorial con competencia en el municipio de que se trate, podrá objetar créditos a cargo del municipio cuando a su juicio no esté justificada la causa de la misma o el cumplimiento de las obligaciones que sirvieron como causa de la deuda. Las acreencias objetadas serán excluidas del acuerdo conciliatorio y el objetante, o los demás intervinientes en la audiencia, podrán iniciar, dentro de los dos meses siguientes, la acción popular para proteger el derecho colectivo del patrimonio público en la que se decida la validez de la acreencia. En el proceso que siga dicha acción se podrá decretar, desde el inicio, la suspensión de la ejecutividad del acto en el que conste la obligación, cuando exista prueba siquiera sumaria o indicio que ponga en duda la causa del crédito. 

Parágrafo 1°. Cuando se trate de actos administrativos expedidos por autoridades municipales en los que conste la obligación de pagar una suma de dinero solo podrá solicitarse la conciliación prejudicial seis meses después de expedido dicho acto administrativo. 
En cualquier etapa del proceso, aun después de la sentencia, será obligatorio acumular los procesos ejecutivos que se sigan contra un municipio, cuando el accionante sea la misma persona, la pretensión sea la obligación de dar una suma de dinero, y deba adelantarse por el mismo procedimiento. 

Parágrafo 2°. En los municipios de 4a, 5a y 6a categoría y para los efectos de que tratan los artículos 46 y 48 de la presente ley, el comité de conciliación lo conformará solo el alcalde, el jefe de la oficina jurídica a quien se le asigne la función de la defensa judicial del municipio y el encargado del manejo del presupuesto. 
Parágrafo Transitorio. Los procesos ejecutivos actualmente en curso que se sigan contra los municipios, en cualquier jurisdicción, cualquiera sea la etapa procesal en la que se encuentren, deberán suspenderse y convocarse a una audiencia de conciliación a la que se citarán todos los accionantes, con el fin de promover un acuerdo de pago que dé fin al proceso. Se seguirá el procedimiento establecido en este artículo para la conciliación prejudicial. Realizada la audiencia, en lo referente a las obligaciones que no sean objeto de conciliación, se continuará con el respectivo proceso ejecutivo. 
Se autoriza a las entidades públicas de todos los órdenes que sean acreedoras de los municipios a rebajar los intereses pendientes o las sanciones a que haya lugar, y a condonar el capital o convenir que sea reinvertido en programas sociales del municipio que correspondan a las funciones de la entidad acreedora. 

Si se trata de obligaciones tributarias o parafiscales, la entidad pública acreedora podrá reducir hasta el noventa por ciento (90%) de los intereses y/o las sanciones a que haya lugar, siempre y cuando el municipio se comprometa a pagar el valor del capital correspondiente en un máximo de dos vigencias fiscales. Este plazo podrá ampliarse a tres vigencias fiscales si se trata de municipios de 4ª, 5a y 6ª categoría. En el acuerdo de pago el municipio deberá pignorar recursos del Sistema General de Participaciones, propósito general, u ofrecer una garantía equivalente. 

No procederá el cobro contra un municipio de deudas o saldos pendientes de convenios interadministrativos o de cofinanciación, cuando se compruebe que estas se originaron por conductas de los funcionarios responsables, en contradicción a la Ley, que generaron detrimento al patrimonio público. Si el detrimento ocurrió por una incorrecta gestión municipal, como por deficiencias en el control debido por parte de las entidades del orden nacional o departamental, las entidades públicas convendrán una estrategia para lograr, a través de los procesos judiciales, fiscales y disciplinarios correspondientes, determinar las responsabilidades a que haya lugar en contra de los funcionarios que hayan causado el daño y recuperar el dinero público que no se haya aplicado adecuadamente al cumplimiento del fin al que estaba destinado, lo cual deberá consignarse en el acta de liquidación correspondiente”. 

1. Planteamiento de la demanda 

El actor considera que los contenidos de los artículos 45, 46 y 47 de la Ley 1551 de 2012,  al regular lo atinente a la inaplicación de la medida cautelar sobre los recursos del sistema general de participaciones, el sistema general de regalías y las rentas propias de destinación específica para el gasto social de los municipios; de igual forma, sobre la función de asesoramiento a los municipios de 4ª, 5ª y 6ª categoría por parte de la Agencia Nacional para la Defensa Judicial en los procesos de defensa judicial, y, en relación con la conciliación como requisito de procedibilidad en los procesos ejecutivos que se promuevan contra los municipios, respectivamente, vulneran los artículo 157 y 160 de la Constitución Política y por ende el artículo 177 de la Ley 5ª de 1992.  Para el efecto, menciona algunos apartes de las Gacetas del Congreso 337 de 2011, 723 de 2011, 73 de 2012, 3008 de 2012, como también un gran número de sentencias de constitucionalidad para sustentar su dicho.

Del artículo 45 de la Ley 1551 de 2012 censura que “…en tanto la ley se encuentra dirigida a la consecución de resultados eficientes en el desarrollo de la función pública de la administración municipal, y la norma refiere a excepciones a los mecanismos de embargo propios del proceso que se lleve a cabo ante autoridades que desarrollen funciones de carácter judicial, esta última finalidad no encuentra dentro del contexto de motivas [sic] de la posible complejidad temática de la ley, de lo cual se deduce su ausencia de conexidad causal”.  Y más adelante considera: “En este orden de ideas, las reformas administrativas dirigidas a generar un buen y eficaz gobierno municipal no subsumen en una relación de género a especie a las normas procedimentales que establecen excepciones al embargo en algunos de los bienes municipales”.
Con relación al artículo 46 acusado, el actor considera que “no existe relación de tipo causal entre las reformas a la organización administrativa de los municipios y la creación de la obligación de asesoramiento en cabeza de esta Agencia”.  Por cuanto, “la creación de una obligación en cabeza de la Agencia Nacional para la Defensa Judicial aunque involucra de forma tangencial la solución de conflictos derivados del ejercicio de la función pública, no es una modificación institucional propia del desarrollo del motivo de la ley, es decir, la consecución de una gobernanza eficiente y eficaz a nivel municipal”.  Y más adelante señala que tampoco existe una conexidad temática entre la ley y la disposición, por cuanto la obligación de asesoramiento en los procesos judiciales, no responde “al objetivo de generar la posibilidad de respuestas administrativas eficientes y efectivas ante las exigencias de las problemáticas sociales, debido a que su utilidad se encuentra principalmente en instancias judiciales, que aunque involucran al municipio como sujeto procesal, no implican el desarrollo de la función pública de administración social propia de esta ley”.
Continuando con su exposición, el actor considera que en el artículo 46 y la ley no existe una relación de conexidad de tipo sistemático “… debido a que no existe una vinculación racional que permita enlazar la obligación en cabeza de la Agencia Nacional para la Defensa Judicial con el objeto de reformar la estructura organizacional de la administración municipal. Este último objetivo no  necesita como componente lógico e indispensable para su estabilidad y estructura sistemática de la presencia de la obligación en cabeza de esta agencia, más aún si se tiene en cuenta lo ya señalado con respecto al hecho de que la efectividad de esta obligación habrá de encontrarse principalmente en instancias judiciales, en las cuales no se desarrolla la función pública de administración local, sino donde se pretende resolver las falencias y errores que se presentaron previamente en el desarrollo de esta función”.  También aduce que no existe una conexidad teleológica, principalmente porque no existe correlación de ninguna clase entre los efectos fácticos buscados por la ley y el artículo acusado, “es decir, la descentralización y la eficiente y efectiva gobernanza municipal generada por una reforma a la organización administrativa de los entes municipales, no trae atado como resultado u objetivo la necesidad de una obligación de la Agencia Nacional para la Defensa Judicial de asesorar a los municipios de 4ª, 5ª y 6ª categoría en los procesos que se lleven en su contra”.

Sobre el artículo 47, señala que no existe conexidad causal, temática, sistemática ni teleológica con la Ley 1551 de 2012, por cuanto, “la descentralización y la eficiente y efectiva gobernanza municipal generada por una reforma a la organización administrativa de los entes municipales, no trae atado como resultado u objetivo la necesidad de establecer a la conciliación como requisito de procedibilidad en los procesos ejecutivos que se lleven contra los municipios. Mientras lo primero refiere a aspectos de administración estatal, lo segundo hace referencia a requisitos procedimentales de análisis jurisdiccional dirigidos a promover una solución de los particulares a sus propios conflictos”.
Para finalizar este aparte, concluye que al no existir conexidad de ninguna forma, la vigencia de los artículos 45, 46 y 47 de la Ley 1551 de 2012 resulta contraria al apotegma de unidad de materia legislativa consagrado en el artículo 158 de la Constitución Política.

De otra parte, sostiene que las citadas disposiciones contravienen los principios de unidad de materia, consecutividad e identidad flexible en el trámite legislativo que determinan la validez del contenido normativo en el proceso de formación de la ley, y aduce que, “… en lo referente al artículo 45, solo hasta el 3er debate que se dio en la comisión primera del Senado de la República se planteó la posibilidad de introducir el tema dentro del capítulo referente a las otras disposiciones”, y agrega que, “… en lo referente al artículo 46 de la Ley 1551 de 2012, la introducción de la obligación de asesorar a los municipios de 4ª, 5ª y 6ª categoría de la Agencia Nacional para la Defensa Judicial solo se encuentra hasta el cuarto debate realizado en la plenaria del Senado, en el cual quedó consignado en la gaceta 308 de 2012 del Congreso”.   Sobre este punto agrega: “… En la Gaceta 308 de 2012, en la sección referente a los cambios propuestos, ni siquiera se hace referencia a la introducción de normas referentes a la obligación de la Agencia Nacional para la Defensa Judicial de asesorar a los municipios de 4ª, 5ª y 6ª categoría.  Solo  hasta la redacción del artículo en el proyecto de ley, y sin siquiera se observe la existencia de una discusión previa acerca del tema a lo largo de la gaceta, se introduce el artículo que habría de quedar en el texto final del proyecto.  Es decir, sin que previamente se hubiese hecho mención a la introducción del tema, y por tanto, sin que previamente se hubiese dado una discusión del tema, se introduce en el cuarto debate…”, concluyendo que así terminó siendo el artículo 46, como una clara muestra de la novedad en el proceso legislativo.

2. Problema jurídico
Corresponde determinar si en el proceso de formación de los artículos 45, 46 y 47 de la Ley 1551 de 2012, “Por la cual se dictan normas para modernizar la organización y el funcionamiento de los municipios”, se vulneran los principios de consecutividad, identidad flexible y unidad de materia.

3. Análisis jurídico
En el caso sub examine el Magistrado Ponente, por medio del Auto del 14 de mayo de 2013, inadmite la demanda, advirtiendo que el actor se limitó a expresar que los textos aparecieron al final del proceso legislativo, sin que su contenido constituya un argumento suficiente. En el mismo auto le conceden tres días al accionante para que corrija su demanda.

Posteriormente, la Corte admite la demanda mediante el Auto de fecha 5 de junio de 2013, señalando que el accionante presentó el escrito de corrección y en virtud del principio pro actione, el Despacho admite la demanda. La Procuraduría advierte que en ninguno de los artículos el accionante cumple con el concepto de violación de acuerdo con el artículo 2º, numeral 3º del Decreto 2067 de 1991, motivo por el cual solicitará a la Corte se inhiba de pronunciarse de fondo sobre la exequibilidad de los artículos 45 y 46 de la Ley 1551 de 2012, dada la ineptitud sustancial de la demanda, y declare inexequible el artículo 47 de la Ley 1551 de 2012, de acuerdo al siguiente señalamiento:

En relación con el artículo 47 de la Ley 1551 de 2012, el Ministerio Público ya se pronunció al emitir el concepto No. 5548 el 3 de abril de 2013, con motivo de la demanda que aparece en el expediente D-9493. En ese concepto se solicitó a la Corte que “se declare INHIBIDA para pronunciarse de fondo sobre el artículo 47 de la Ley 1551 de 2012; en caso contrario, declare INEXEQUIBLE dicha disposición en su integridad”. La argumentación que sirve de fundamento a esta solicitud es la siguiente:

   “3. Análisis jurídico

a) Cuestión previa: derogatoria de la norma demandada por parte del artículo 613 del Código General del Proceso

Es preciso advertir que con posterioridad a la expedición de la norma demandada (6 de julio de 2012) se expidió la Ley 1564 de 2012 “Por la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones”, cuyo artículo 613 dispone, sobre el asunto objeto de estudio, lo siguiente:

ARTÍCULO 613. AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL EN LOS ASUNTOS CONTENCIOSO ADMINISTRATIVOS. Cuando se solicite conciliación extrajudicial, el peticionario deberá acreditar la entrega de copia a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica de la Nación, en los mismos términos previstos para el convocado, con el fin de que la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado resuelva sobre su intervención o no en el Comité de Conciliación de la entidad convocada, así como en la audiencia de conciliación correspondiente.

No será necesario agotar el requisito de procedibilidad en los procesos ejecutivos, cualquiera que sea la jurisdicción en la que se adelanten, como tampoco en los demás procesos en los que el demandante pida medidas cautelares de carácter patrimonial o cuando quien demande sea una entidad pública. (Negrillas fuera del texto).

Las entidades públicas en los procesos declarativos que se tramitan ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo contra particulares, podrán solicitar las medidas cautelares previstas para los procesos declarativos en el Código General del Proceso.

Del cotejo de la norma citada con el texto de la norma demandada surgen varias posibilidades hermenéuticas, a saber: 

La primera posibilidad hermenéutica sugiere la derogatoria de la norma demandada por parte del artículo 613 del Código General del Proceso, a la luz de los siguientes argumentos: (i) prima facie se advierte que el contenido de la ley de modernización y funcionamiento de los municipios regula temas sustanciales sobre dichas entidades territoriales, no obstante, también se advierte que el artículo 47 demandado contiene disposiciones de carácter procedimental, tal y como ocurre con el artículo 613 del Código General del Proceso; (ii) así las cosas, el aparente conflicto normativo debe plantearse en términos de la existentica de dos normas procedimentales que regulan el tema de la conciliación como requisito de procedibilidad en procesos ejecutivos; (iii) bajo esta línea argumentativa se debe aplicar, como primera medida, la regla contenida en el artículo 2 de la Ley 153 de 1887, según la cual la ley posterior prevalece sobre la ley anterior; (iv) en segundo lugar, podría pensarse en la aplicación de la figura de la derogación tácita, como quiera que las disposiciones de la nueva ley (art. 613 del CGP que prescribe en cualquier jurisdicción el requisito de procedibilidad en los procesos ejecutivos) no pueden conciliarse con las de la ley anterior (art. 47 de la Ley 1551 de 2012 que prevé la conciliación como requisito de procedibilidad en procesos ejecutivos adelantados contra municipios), razón por la cual operó la denominada derogatoria orgánica, como especie de la derogación tácita, en tanto la nueva norma reguló en forma integral el tema de la conciliación como requisito de procedibilidad en materia de procesos ejecutivos; (v) por último, es preciso anotar que por la calidad de entidades territoriales de los municipios, la jurisdicción encargada de conocer los litigios que se susciten con ocasión del ejercicio de sus competencias es la jurisdicción de lo contencioso administrativo, a la cual se le aplica la regla del no agotamiento de la conciliación como requisito de procedibilidad en materia de ejecutivos adelantados contra los municipios.

La segunda posibilidad hermenéutica sugiere la vigencia tanto del artículo 47 demandado en el presente proceso, como la vigencia del artículo 613 del Código General del Proceso, por las siguientes razones: (i) la regla procesal establecida en el artículo demandado ostenta cierta especificidad, ya que regula en forma expresa el trámite a seguir en caso de que el proceso ejecutivo se adelante contra un municipio; (ii) de lo anterior se puede concluir que, existiendo norma expresa que regule el caso, resulta improcedente la aplicación del CGP, como quiera que su artículo 1 prevé su aplicación en forma subsidiaria bajo la condición de inexistencia de normas especiales que regulen la materia; (ii) desde esta perspectiva de análisis las dos normas tienen ámbitos diferenciados de aplicación y se encuentran plenamente vigentes.
Para esta Vista Fiscal resultan de mayor peso argumentativo las razones que sustentan la derogatoria de la norma demandada por parte del artículo 613 del CPG, razón por la cual solicitará a la Corte Constitucional, en forma principal, declararse inhibida para pronunciarse de fondo sobre los cargos de la demanda. No obstante lo anterior, y en caso de que la Corte constate que la norma se encuentra vigente, se solicita a la Sala Plena tener en cuenta los argumentos a exponer a continuación.

b) Constitucionalidad del artículo 47 de la Ley 1551 de 2012

El Ministerio Público encuentra serios reparos de constitucionalidad en la norma demandada por varias razones:

La primera tiene que ver con el núcleo esencial del derecho de acceso a la administración de justicia (arts. 29, 229 CP), en tanto que la previsión establecida en la norma demandada restringe, tal y como lo afirma el demandante, uno de los componentes de dicho derecho.

La Corte Constitucional, en profusa jurisprudencia, ha indicado los fundamentos normativos del derecho de acceso a la administración de justicia, entre otras en la Sentencia C-426 de 2002, en la cual dijo la Sala:

Cabe puntualizar que el fundamento del derecho a la protección judicial efectiva no sólo se encuentra en los artículos 1, 2, 29 y 229 de la Constitución Política. También aparece consagrado en las normas de derecho internacional, concretamente, en los tratados y declaraciones de derechos que han sido suscritas y ratificadas por Colombia. Así, por ejemplo, el artículo 25 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos declara que: “Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales”. En igual medida, el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos declara que: “Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con todas las garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, en la substanciación de cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para la determinación de sus derechos u obligaciones de carácter civil”.
Sobre el contenido de dicha garantía en la misma providencia la Corte precisó:

Por razón de su vinculación directa con el debido proceso y con otros valores constitucionales como la dignidad, la igualdad y la libertad, el acceso a la administración de justicia se define también como un derecho medular, de contenido múltiple o complejo, cuyo marco jurídico de aplicación compromete, en un orden lógico: (i) el derecho de acción o de promoción de la actividad jurisdiccional, el cual se concreta en la posibilidad que tiene todo sujeto de ser parte en un proceso y de utilizar los instrumentos que allí se proporcionan para plantear sus pretensiones al Estado, sea en defensa del orden jurídico o de sus intereses particulares; (ii) el derecho a que la promoción de la actividad jurisdiccional concluya con una decisión de fondo en torno a las pretensiones que han sido planteadas; (iii) el derecho a que existan procedimientos adecuados, idóneos y efectivos para la definición de las pretensiones y excepciones debatidas; (iv) el derecho a que los procesos se desarrollen en un término razonable, sin dilaciones injustificadas y con observancia de las garantías propias del debido proceso y, entre otros, (v) el derecho a que subsistan en el orden jurídico una gama amplia y suficiente de mecanismos judiciales -acciones y recursos- para la efectiva resolución de los conflictos. 

(…)

Esto conduce a que su desarrollo legislativo deba estar siempre orientado a garantizar el marco jurídico de aplicación que, como ya se anotó, comprende en su parte más íntima los derechos de acceso a un juez o tribunal imparcial -derecho de acción-, a obtener la sentencia que resuelva las pretensiones planteadas de conformidad con las normas vigentes, y a que el fallo adoptado se cumpla efectivamente -si hay lugar a ello-; derechos cuya ejecución supone, entonces, la previa definición de las condiciones y requisitos de operatividad. (Negrilla fuera del texto)
En este contexto, el legislador al establecer como requisito de procedibilidad la conciliación cuando el proceso ejecutivo se adelante contra municipios, vulneró el núcleo esencial del derecho de acceso a la administración de justicia, en tanto que el título ejecutivo contiene una obligación clara, expresa y exigible, cuya eficacia se ve truncada por dicha exigencia. Es claro que existen otras medidas para asegurar el pleno cumplimiento de las funciones a cargo de los municipios y su consecuente sostenibilidad financiera, tales como la posibilidad de conciliar en los procesos contencioso administrativos que contra dichas entidades se adelanten, posibilitando acuerdos de pagos que consulten las posibilidades fiscales de la entidad territorial correspondiente.

La desproporción entre el medio elegido –conciliación como requisito de procedibilidad- y los derechos en juego –acceso a la administración de justicia- se potencia considerablemente si se trata de controversias relacionadas con asuntos laborales o de la seguridad social, las cuales no están exentas de dicho requisito, por la sencilla razón de que el artículo 53 Superior prohíbe conciliar sobre derechos ciertos contenidos en sentencias judiciales, actas de conciliación o laudos arbitrales. Así las cosas, exigir conciliar un derecho reconocido por virtud de las fuentes enunciadas contraviene directamente la Constitución Política, más aún cuando dicho derecho consta en un título ejecutivo cuya claridad y exigibilidad están fuera de toda discusión.

Comparte esta Jefatura la postura del demandante en cuanto a que la Sentencia C-893 de 2001, que opera en este caso como precedente relevante, declaró la inexequibilidad del artículo 39 de la Ley 640 de 2001 que exigía agotar el trámite conciliatorio extrajudicial en derecho, como requisito previo para acudir a la jurisdicción laboral por conducto del proceso ordinario.

De particular relevancia resultan las consideraciones de la Sentencia C-160 de 1999, en las cuales la Sala Plena dijo sobre el particular:

A juicio de la Corte, la conciliación no opera en los procesos ejecutivos, porque en razón de su naturaleza la conciliación busca crear una situación de certeza en cuanto a los derechos laborales que el trabajador reclama al empleador, lo cual, por sustracción de materia no se requiere cuando ya se posee un título ejecutivo del cual emana una obligación a cargo de éste que para el trabajador configura un derecho cierto e indiscutible que no se puede renunciar ni negociar, como lo prevé el art. 53 de la Constitución Política.

De otra parte, la ausencia de aprobación judicial posterior del acuerdo conciliatorio como requisito de procedibilidad para iniciar el proceso ejecutivo, desconoce la necesidad de controles judiciales estrictos a dichos acuerdos, en atención a que en asuntos como los regulados por la norma, se encuentra involucrado el patrimonio público. Sobre el punto, la Corte Constitucional en la Sentencia C-713 de 2008 precisó:

[L]a Corte considera que el inciso 2º del artículo 13 del proyecto vulnera los artículos 228 y 277-7 de la Constitución, en la medida en que pretende reducir a simples eventualidades el control judicial de conciliaciones en materia contencioso administrativa, permitiendo una suerte de escogencia casual y sin ningún tipo de parámetros objetivos defendidos por el Legislador. 
Con ello también se pasa inadvertido que en los asuntos de esta naturaleza está involucrado el patrimonio público, de modo que el Congreso debe ser particularmente cauteloso y riguroso en el diseño de mecanismos de control judicial, buscando siempre ampliar las medidas de protección al erario público, en vez de reducirlas como pretende hacerlo la norma bajo examen.
Además, tampoco puede perderse de vista que en muchas ocasiones el acuerdo conciliatorio implica un análisis sobre la legalidad de actos administrativos, asunto que por su naturaleza está reservado a la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 

Por último, considera esta Vista Fiscal que las razones expuestas, en caso de que la Corte constate su vigencia, son suficientes para declarar la inexequibilidad integral del artículo 47 de la norma demandada, habida cuenta de que los incisos restantes de la misma regulan el procedimiento de la conciliación como requisito de procedibilidad en ejecutivos adelantados contra municipios, es decir, la inconstitucionalidad del primer inciso de la norma demandada deviene en la inconstitucionalidad de la totalidad del artículo”.

Ahora bien, en relación con los cargos fundados en la presunta vulneración de los principios de unidad de materia, consecutividad e identidad flexible, considera esta Vista Fiscal que el actor se limita a exponer apreciaciones subjetivas del ejercicio de la actividad legislativa y de la aplicación de las disposiciones acusadas, sin que su contenido se funde de una realidad jurídica que pueda constituir un argumento suficiente para que la Corte pueda entrar a estudiar de fondo la presente demanda.  Resalta también lo observado en el Auto del 14 de mayo de 2013, en el que esa Corporación inadmitió la presente demanda con las siguientes observaciones:

“4.3. Las conclusiones a las cuales arriba el actor derivan de su particular manera de interpretar los textos impugnados (ausencia de certeza y especificidad).  Para enmendar este defecto, deberá precisar cuáles son los criterios de conexidad que permiten determinar la violación del principio de unidad de materia en el presente caso.

5. Frente a los cargos basados en la presunta violación de los principio s de consecutividad e identidad flexible, considera el Despacho que la afirmación según la cual la introducción de los artículos 45, 46 y 47 de la Ley 1551 de 2012, sólo ocurrió durante el tercer y cuarto debate del proceso legislativo debe ser soportada en el estudio de todo el trámite adelantado en las cámaras (insuficiencia de la demanda), como también a partir de la jurisprudencia relacionada con los citados principios.

La demanda se limita a expresar que los textos aparecieron al final del proceso legislativo, sin que este constituya un argumento suficiente, ya que bien puede ocurrir que tales contenidos estén teleológica y sistemáticamente vinculados con la materia regulada por la Ley 1551 de 2012. En relación con esta materia la Corte
 ha explicado:

2.4. Requisitos mínimos que deben cumplir las demandas de inconstitucionalidad por violación de los principios de consecutividad e identidad en el trámite legislativo. Aptitud sustantiva de la demanda en relación con estos cargos en la demanda bajo estudio. 

2.5.1. Esta Corte ha reiterado que para estructurar un cargo de inconstitucionalidad por violación de los principios de consecutividad e identidad flexible, como se presenta en el caso que nos ocupa, deben cumplirse determinadas condiciones. En efecto, en la Sentencia C-992 de 2001
, se señaló:

“Sobre este particular, y en la medida en que el actor fundamenta el cargo en el simple señalamiento de las diferencias entre lo aprobado en primer debate y lo aprobado en las plenarias, considera la Corte necesario señalar que la Constitución, en su artículo 160, expresamente permite que durante el segundo debate, cada Cámara introduzca al proyecto las modificaciones, adiciones y supresiones que juzgue necesarias. 

En desarrollo de ese precepto, la Ley 5ª de 1992, -Reglamento del Congreso- dispone, por un lado, artículo 178, que “... cuando a un proyecto de ley le sean introducidas modificaciones, adiciones o supresiones durante el debate en Plenaria, éstas podrán resolverse sin que el proyecto deba regresar a la respectiva Comisión Permanente.”, y por otro, artículo 177, que sólo cuando las discrepancias que surgieren entre las plenarias de las Cámaras y sus comisiones constitucionales acerca de proyectos de ley correspondan a asuntos nuevos, o no aprobados, o negados en la comisión permanente respectiva, la novedad debe ser reconsiderada en las comisiones. Por otra parte, el artículo 186 del reglamento al disponer sobre las materias de que deben ocuparse las comisiones accidentales de mediación previstas en el artículo 161 de la Constitución, señala que “[s]erán consideradas como discrepancias las aprobaciones de articulado de manera distinta a la otra Cámara, incluyendo las disposiciones nuevas.”

Se tiene entonces que, no basta con establecer que un determinado texto aprobado en plenaria es nuevo respecto de lo aprobado en la comisión, puesto que ello puede responder a una modificación  o adición producida en los términos de las normas superiores citadas. Es necesario además, para que el cargo de inconstitucionalidad pueda prosperar, que se acredite, que tal novedad no guarda relación de conexidad con lo aprobado en el primer debate o que es contraria a lo allí decidido. 

De esta manera, para estructurar un cargo por violación del principio de consecutividad, no basta con que el actor se limite, como ocurre en este caso, a identificar las disposiciones que contengan adiciones o novedades respecto de lo aprobado en el primer debate, puesto que ello es permitido por la Constitución y la ley orgánica del reglamento del Congreso.

Para que la Corte pueda entrar a realizar un examen de constitucionalidad por este concepto se requiere que la demanda cumpla las siguientes condiciones: 1. Que identifique de manera precisa los contenidos normativos que se consideran nuevos y 2. Que se exprese, así sea de manera suscinta, respecto de cada uno de ellos, o de cada grupo de contenidos, las razones por las cuales se considere que los mismos corresponden  a asuntos nuevos, que no guarden relación de conexidad con lo discutido [con anterioridad].
La pretensión así estructurada comporta un verdadero cargo de constitucionalidad que la Corte habría de examinar a la luz de los principios de identidad y de consecutividad.” (Subrayas fuera del texto).

Por lo anterior, las consideraciones subjetivas del accionante no satisfacen los mínimos argumentativos que amerite un pronunciamiento de fondo respecto de los artículos 45 y 46 de la Ley 1551 de 2012.
5. Conclusión

En mérito de lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte que se INHIBA de pronunciarse de fondo sobre la exequibilidad de los artículos 45 y 46 de la Ley 1551 de 2012, dada la ineptitud sustancial de la demanda; y que declare ESTARSE A LO RESUELTO en el Expediente D-9493 sobre la demanda instaurada contra el artículo 47 de la Ley 1551 de 2012 y, en consecuencia, lo declare inexequible, por los aspectos allí analizados.

Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación

GMR/NROA
� Sentencia C-277 de 2011.


� M.P. Rodrigo Escobar Gil.
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